El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA ACTO ADMINISTRATIVO / AUMENTO DE APRENDICES POR PARTE DEL SENA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / DEBE ACUDIRSE A LA ACCIÓN DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO / NO SE DEMOSTRÓ PERJUICIO IRREMEDIABLE.
Corresponde a esta Sala determinar si procede la acción de tutela frente al acto administrativo por medio del cual el SENA modificó la cuota de aprendices a cargo de Construyamos Colombia. De serlo, se establecerá si la demandada lesionó los derechos de que es titular esa entidad. (…)
Es sabido que una de las características de la acción de tutela es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa judicial, o cuando aún existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación para evitar un perjuicio irremediable. Por esa razón, el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991 señala como causal de improcedencia de la tutela, la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial. (…)
Así las cosas, puede entonces concluirse que en principio es la jurisdicción contenciosa administrativa la competente para conocer de los procesos en que se controviertan actuaciones de la administración y no la acción de tutela, salvo de encontrarse el peticionario frente a un perjuicio irremediable. (…)

Surge de las anteriores pruebas que frente a la decisión que modificó la cuota de aprendices de la actora ya se agotó la vía administrativa y por lo mismo se trata de un acto administrativo ejecutoriado contra el cual procede el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contenciosa administrativa.

En consecuencia, no es la tutela el mecanismo idóneo para cuestionar la legalidad de ese acto administrativo, de naturaleza particular, toda vez que la demandante cuenta con otro mecanismo de defensa judicial para obtener lo que pretende por esta vía y por eso, el amparo solicitado es improcedente al incumplirse el presupuesto de la subsidiariedad. 

De otro lado, no se está frente a un perjuicio irremediable que justifique conceder la tutela de manera provisional. En efecto, no cualquier perjuicio puede ser considerado como irremediable; solo aquel que por sus características de inminencia y gravedad requiera de medidas de protección urgentes e impostergables para evitar la ocurrencia de un daño que puede resultar irreversible.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, julio once (11) de dos mil diecinueve (2019)


Acta No. 294 del 11 de julio de 2019

Expediente No. 66001-31-10-003-2019-00246-01 
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el apoderado de la fundación Construyamos Colombia, frente a la sentencia proferida el 30 de mayo último, por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, en la acción de tutela que aquella instauró contra el Servicio Nacional de Aprendizaje -SENA-, a la que fueron vinculados el Director General y el Director Seccional Risaralda de esa entidad, el Instituto Colombiano de Bienestar Familia -ICBF- y el Ministerio del Trabajo, ambos de la Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado de la entidad demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Mediante Resolución No. 2151 de 2018 el SENA ordenó la modificación de la cuota de aprendices de la ONG Construyamos Colombia. Lo anterior de conformidad con los artículos 11 del Decreto 933 de 2003, sustituido por el 2.2.6.3.11 del Decreto 1072 de 2015, y 33 de la Ley 789 de 2002; en aplicación de los cuales se determinó el aumento de 10 a 85 practicantes, con sustento en las horas semanales laboradas en esa entidad que son de 81.794, es decir que se determinó una “planta objeto de regulación de 1.704 trabajadores”.
1.2 De la revisión del informe entregado al SENA, sobre el cual se adopta la base de fijación de los practicantes, se evidencia que el promedio de horas allí consignado es distinto a aquel pues se tomaron 45.650 horas razón por la cual los trabajadores son 951, con una respectiva cuota de aprendices de 47.

1.3 En ese informe, el cual se encuentra debidamente auditado por funcionaria del SENA, establece lo que se conoce como matriz 1, cuyo objeto es determinar el número de trabajadores que debe ser objeto de cuota de aprendizaje;  la matriz 2 se define como los excluidos de ser objeto de la misma. En esa primera matriz se indica que verificado el número de horas reportadas por mes, al 25 de octubre de 2018, el total en el semestre son 273.900 horas; esta operación matemática se realizó de acuerdo con el artículo 2.2.6.3.11 del Decreto 1072 de 2015, teniendo en cuenta las horas efectivamente laboradas y no el número de trabajadores de ese período, pues existen empleados que trabajan menos de la jornada ordinaria, razón por la cual se deben sumar las horas laboradas por estos últimos y dividirlas por las horas correspondientes a la jornada máxima legal diaria.

1.4 El artículo 2.2.6.3.32 establece la forma como se fija la cuota de aprendices en las empresas donde se labora menos de una jornada diaria; para ello se deben sumar las horas laboradas por los trabajadores con dicha jornada y dividirlas por el número de horas correspondientes a la jornada máxima legal; el resultado corresponde al número de trabajadores sobre el cual se determinará la cuota mínima de aprendices.
1.5 Con sustento en los anteriores argumentos, interpusieron recurso de reposición y en subsidio apelación contra la decisión que amplió el número de aprendices.
1.6 La autoridad demandada, mediante acto administrativo No. 66-00188 de 2019 resolvió no revocarla, porque según el concepto jurídico expedido internamente por el SENA, para determinar si los empleados relacionados en la matriz 2, que son madres comunitarias, trabajadoras que cumplen con los requisitos para la exoneración, Construyamos Colombia no tiene derecho a ser relevado de la cuota de aprendices pues de conformidad con el citado artículo 2.2.6.3.11, para ese efecto es necesario que se trate de un hogar infantil con personería jurídica reconocida por el ICBF, que haga parte del sistema nacional de bienestar familiar y que preste un servicio público mediante la suscripción de contratos de aporte, requisitos que no reúne la accionante.  
1.7 La decisión recurrida también fue confirmada en segunda instancia, bajo el criterio de que Construyamos Colombia ha debido reportar en la matriz 1, es decir en los no exonerados, los trabajadores de la otra matriz, como empleados vinculados a la planta de personal en ejecución de contrato de aportes para administrar centros de desarrollo infantil, pues esa entidad no tiene la calidad de hogar infantil.
1.8 Construyamos Colombia sí cumple los presupuestos determinados en el mencionado artículo 2.2.6.3.11 ya que: a) es una persona jurídica sin ánimo de lucro y de utilidad común, tal como lo demuestra el certificado de Cámara y Comercio; b) tiene la calidad de hogar infantil, hace parte del sistema nacional de bienestar familiar y cuenta con personería jurídica reconocida por el ICBF, de conformidad con la Resolución No. 0871 de 2013 y c) presta el servicio público por medio de la celebración de contratos de aporte, según se evidencia en el certificado de Cámara y Comercio.
1.9 Según el concepto No. 00037787 de 2014, expedido por el Ministerio del Trabajo, las entidades administradoras de hogares comunitarios que cumplen con contratos de aporte y que celebran convenios con el ICBF, tal como ocurre en este caso, no se encuentran obligadas a cumplir la cuota de aprendices.
1.10 El SENA incurrió en vía de hecho pues con sus decisiones pone en riesgo: a) el patrimonio del Estado, pues Construyamos Colombia maneja recursos de origen público; b) la permanencia de los programas estatales para los niños de la región que utilizan los servicios de hogares infantiles; c) la estabilidad de 85 trabajadores los cuales podrían ser reemplazados por practicantes del SENA y d) el equilibro financiero de la accionante, pues los presupuestos de los programas no le permite costear la cuota de aprendices, más aún cuando el ordenamiento jurídico establece de forma taxativa quienes tienen las condiciones necesarias para prestar el servicio en hogares infantiles, calidades que no cumplen los aprendices.

1.11 Los costos del manejo por monetización de aprendices, según el SENA, alcanzan un valor mensual de $108.586.688, suma que por un año ascendería a $1.303.039.056, circunstancia que haría totalmente inviable la actividad de Construyamos Colombia y que configura un perjuicio irremediable no solo para esa entidad, sino para los niños que hacen parte del proceso de formación y alimentación, el ICBF y la región.
2. Considera lesionados los derechos al trabajo, a la igualdad, a la estabilidad del empleo y de los niños. Para protegerlos, solicita se ordene dejar sin efecto los actos administrativos proferidos por el SENA y se le exonere de la cuota de aprendices o en su defecto se suspenda la ejecución de esas decisiones hasta cuando la jurisdicción competente resuelva de fondo la cuestión.
A C T U A C I Ó N  P R O C E S A L

1. Mediante proveído del pasado 17 de mayo se admitió la acción y se ordenó vincular a los Directores Seccionales Risaralda del SENA, del ICBF y del Ministerio del Trabajo. 

2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.2 Los Directores Regionales Risaralda del Ministerio del Trabajo y del ICBF manifestaron que las entidades que representan carecen de legitimación en la causa toda vez que los hechos de la demanda solo involucran al SENA.

2.3 El Director Regional Encargado del SENA se opuso a las pretensiones de la demanda con sustento en: a) para el cálculo de la cuota de aprendices se realiza la sumatoria total de las horas laboradas durante el semestre, estas se dividen por cada mes y luego  se subdividen en las horas máximas semanales y ese total se divide en 20, fracción establecida en el artículo 33 de la Ley 789 de 2002; b) el SENA no elige un promedio de horas para realizar el cálculo, este se adquiere del informado por el empleador a la UGPP y del reporte pila realizado en el primer semestre. En este caso las matrices de personal presentadas por Construyamos Colombia no coinciden con la que aparece en la UGPP, motivo por el cual se ordenó una visita de fiscalización para determinar el número de empleados para el primer semestre de 2018 y se halló una inconsistencia entre el reporte de la UGPP y la planilla de seguridad social, de 247 empleados. Allí también la fiscalizadora orientó al empleador sobre la manera como se debían reportar cada una de las matrices, haciendo claridad que la segunda matriz está conformada por empleados de contratos CDI y madres comunitarias, pero que se haría consulta para establecer si estos últimos cumplían los presupuestos para ser exonerados, mas como resultado de esa revisión, se indicó que la accionante no puede ser considerada como hogar infantil pues tiene una actividad económica y esta difiere de la de un hogar de ese tipo y por lo mismo no es beneficiaria de esa exención y c) el SENA ha actuado de conformidad con el ordenamiento jurídico, siendo una de sus obligaciones la de velar porque los empleadores cumplan con su deber legal de cuota de aprendices. Ello no pone en riesgo los recursos de la demandante pues la misma ley establece un practicante por cada veinte trabajadores y otro adicional por fracción de diez o superior a veinte. 
3. Mediante sentencia del 30 de mayo último la Juez Tercera de Familia local decidió declarar improcedente el amparo.

Para así decidir, estimó que en el caso bajo estudio no se satisface el presupuesto de la legitimación, pues en el poder otorgado por la representante legal de Construyamos Colombia se omitió señalar los derechos que presuntamente lesiona la entidad demandada, requisito esencial que debe contener todo mandato. Al margen de lo anterior, tampoco se cumple el presupuesto de la subsidiariedad, pues la demandante dispone de la jurisdicción contenciosa administrativa para ventilar el asunto, máxime que en este caso no se acreditó que se está ante un perjuicio irremediable, circunstancia que haría procedente el amparo de forma transitoria.
4. Inconforme con la sentencia de primera instancia, el apoderado de la demandante lo impugnó. Adujo que en este caso no se incurrió en la falta de legitimación en la causa, sino en un incumplimiento a una formalidad del mandato, ya que se encuentra acreditado que Construyamos Colombia es la entidad directamente afectada con las decisiones administrativas del SENA; tampoco se incurrió en el citado vicio de forma, ya que el contenido del poder se encuentra “en completa armonía con el texto introductorio” y esa supuesta irregularidad no fue alegada por la demandada, es decir que se entiende subsanada. De todas formas, según la jurisprudencia constitucional, en las acciones de tutela prevalece el principio de la informalidad.

Frente al otro argumento de la sentencia indicó que si bien se reconoce la existencia de la vía ordinaria para dirimir la controversia, en la acción de amparo se solicitó la suspensión de los citados actos administrativos, para evitar un perjuicio irremediable; en este punto, reiteró los hechos de la demanda que dieron origen a la supuesta lesión y aquellos que hacen referencia a la afectación ocasionada y a la perjuicio irremediable causado.   
Solicitó se revoque el fallo y se acceda a las pretensiones de la demanda. 
5. En esta sede el mencionado apoderado presentó escritos con los cuales allegó “elementos documentales nuevos” a fin de demostrar la vulneración de derechos invocados y los cuales se refieren al proyecto de monetización de los 85 practicantes, el que indica que por toda la duración del contrato de aprendizaje implicaría una inversión de $1.816.679.476, circunstancia que impide el desarrollo del objeto social de esa entidad y afectaría los contratos de trabajo de sus colaboradores “dejando así familias enteras sin sustento económico”.  
6. Esta Sala, mediante auto del 27 de junio último, puso en conocimiento del Director General del SENA la nulidad configurada por haber omitido su vinculación al trámite, con la advertencia de que si no la alegaban dentro del término de los tres días, quedaría saneada de conformidad con los artículos 136 y 137 del Código General del Proceso. Ante su silencio, se produjo la consecuencia señalada.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la acción de tutela frente al acto administrativo por medio del cual el SENA modificó la cuota de aprendices a cargo de Construyamos Colombia. De serlo, se establecerá si la demandada lesionó los derechos de que es titular esa entidad. Previo a lo anterior, se deberá verificar si el apoderado de la parte actora cuenta con poder suficiente para promover la acción de tutela.
3. De conformidad con el artículo 10 del decreto citado, la tutela podrá ser ejercida por la persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien podrá actuar por sí misma o por medio de representante y los poderes se presumen auténticos. 

De acuerdo con ese precepto, la acción de tutela debe ser intentada por la persona que considera lesionado un derecho fundamental del que es titular, para lo cual puede actuar por sí misma o por quien la represente. En este último evento no se autoriza una representación ilimitada y por ende, para obrar a nombre de otro, en procura de obtener amparo constitucional, debe haber justificación aceptable, para lo cual resulta menester acreditar que se es el representante legal de la persona en cuyo nombre se actúa; o aportar el respectivo poder para obrar y de intervenir un tercero como agente oficioso de quien ha resultado lesionado en sus derechos, debe señalarlo de manera expresa e indicar las razones por las cuales no puede el perjudicado promover su propia defensa.

Como ya se indicó uno de los argumentos a que acudió la funcionaria para declarar improcedente el amparo, fue que el poder otorgado al profesional del derecho que instauró la acción constitucional. 

Sin embargo, la Sala no comparte ese criterio pues aunque la jurisprudencia constitucional en efecto ha considerado que aquel requisito es indispensable para legitimar al promotor de la acción
, esa postura no constituye la única que ha expuesto la Corte Constitucional, pues en otras providencias ha acogido la posición señalada en la sentencia T-532 de 2002, en la que se determinó que los presupuestos que debe colmar el mandato son los siguientes:

“Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional”.  
Ante la evidente disparidad de criterios que surge respecto de la exigencia de aquel requisito, la Sala se inclina por este último ya que además de que constituye una verdadera línea jurisprudencial pues viene siendo utilizado reiteradamente para dilucidar lo relativo a la legitimación en la causa en sede de tutela
, se considera que los presupuestos allí señalados corresponden a los esenciales que debe colmar el poder en estos casos, sin que la enunciación del derecho que se pretende proteger haga parte de ellos y por tanto esta se considera una exigencia excesiva del acto de apoderamiento. 

Por ello, como en este caso el poder conferido por la representante legal de la fundción Construyamos Colombia es especial, para promover la acción de tutela, y fue otorgado a profesional del derecho
, la legitimación ni el mandato merecen reproche alguno y por tanto, es posible analizar la cuestión de fondo.     
4. Es sabido que una de las características de la acción de tutela es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, en virtud a que solo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa judicial, o cuando aún existiendo, la tutela es usada como mecanismo transitorio de inmediata aplicación para evitar un perjuicio irremediable. Por esa razón, el artículo 6º, numeral 1º del Decreto 2591 de 1991 señala como causal de improcedencia de la tutela, la existencia de otros recursos o medios de defensa judicial.

De esa manera, para la procedencia de esta excepcional acción es necesario establecer si el supuesto afectado cuenta con otro mecanismo de defensa judicial y si este resulta eficaz para protegerlo o si se está frente a un perjuicio irremediable que justifique la intervención inmediata del juez constitucional.

Al respecto, en un caso en que también se alegaba la ilegalidad de un acto administrativo por medio de la acción de amparo, dijo la Corte Constitucional
:

“4.5.1. El ya citado artículo 86 de la Constitución Política señala que la acción de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable
. Esto significa que la acción de tutela tiene un carácter residual o subsidiario, por virtud del cual “procede de manera excepcional para el amparo de los derechos fundamentales vulnerados, por cuanto se parte del supuesto de que en un Estado Social de Derecho existen mecanismos judiciales ordinarios para asegurar su protección”
. El carácter residual obedece a la necesidad de preservar el reparto de competencias atribuido por la Constitución y la ley a las diferentes autoridades judiciales, lo cual se sustenta en los principios constitucionales de independencia y autonomía de la actividad judicial.
 
No obstante, aun existiendo otros mecanismos de defensa judicial, la jurisprudencia de esta Corporación ha admitido que la acción de tutela está llamada a prosperar, cuando se acredita que los mismos no son lo suficientemente idóneos para otorgar un amparo integral, o no son lo adecuadamente expeditos para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable…
Finalmente, reitera la Sala que, en atención a la naturaleza eminentemente subsidiaria de la acción de tutela, esta Corporación también ha establecido que la misma no está llamada a prosperar cuando a través de ella se pretenden sustituir los medios ordinarios de defensa judicial
. Al respecto, la Corte ha señalado que: “no es propio de la acción de tutela el [de ser un] medio o procedimiento llamado a remplazar los procesos ordinarios o especiales, ni el de ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni el de instancia adicional a las existentes, ya que el propósito específico de su consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es otro que el de brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden a la garantía de sus derechos constitucionales fundamentales”
.
 
4.5.4. Ahora bien, tratándose de actos administrativos particulares, esta regla general de improcedencia se mantiene, por cuanto, en principio, ellos pueden ser controlados por el juez contencioso
. Al respecto, este Tribunal ha sido enfático en señalar que contra estos actos no procede la acción de tutela, por cuanto el ordenamiento jurídico establece distintos instrumentos que permiten controvertirlos, bien sea dentro de una actuación administrativa, como es el caso de las nulidades y los recursos dentro del proceso –cuando ellos son procedentes–, o por fuera de este ante la jurisdicción contencioso administrativa.”
Así las cosas, puede entonces concluirse que en principio es la jurisdicción contenciosa administrativa la competente para conocer de los procesos en que se controviertan actuaciones de la administración y no la acción de tutela, salvo de encontrarse el peticionario frente a un perjuicio irremediable. 

 
5. Las pruebas allegadas al expediente, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos: 

5.1 Mediante Resolución No. 2151 de 2018 el Director Regional Risaralda del SENA modificó la cuota de aprendices a cargo de  Construyamos Colombia para establecerla en 85 practicantes, con sustento en que esa entidad reportó un número promedio de 1.704 trabajadores, con una jornada laboral total de 81.794 horas
. 

5.2 Contra esa decisión la representante legal de la demandante interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación porque el  promedio de horas consignado en el informe presentado al SENA difiere de aquel, pues el real promedio corresponde a 45.650 horas, lo que indica que los trabajadores son 951 y por esta razón la cuota de aprendices correspondiente debería ser de 47. En ese informe, además, se manifestó que la matriz 1 se informa que verificado el número de horas reportadas por mes, al 25 de octubre de 2018, el total en el semestre son 273.900 horas, de conformidad con el artículo 2.2.6.3.11 del Decreto 1072 de 2015, teniendo en cuenta que las horas efectivamente laboradas y no el número de trabajadores, pues existen empleados que trabajan menos de la jornada ordinaria, motivo por el que se deben sumar las horas laboradas por estos últimos y dividirlas por las correspondientes a la jornada máxima legal diaria
.

5.3 El mencionado funcionario, por Resolución No. 66-00188 de 2019 decidió no revocar el acto administrativo
.  

5.4 Mediante Resolución No. 1-0636 de 2016 el Director General del SENA confirmó la decisión recurrida. Para resolver de esta manera dijo que Construyamos Colombia ha debido reportar en la matriz 1, que contiene los trabajadores no exonerados de la cuota de aprendizaje, los trabajadores de la matriz 2, calificados como sí exonerados, pues esa empresa no reúne los requisitos para ser considerado como hogar infantil, al cual sí aplica esa clase de exención
.

6. Surge de las anteriores pruebas que frente a la decisión que modificó la cuota de aprendices de la actora ya se agotó la vía administrativa y por lo mismo se trata de un acto administrativo ejecutoriado contra el cual procede el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contenciosa administrativa.
En consecuencia, no es la tutela el mecanismo idóneo para cuestionar la legalidad de ese acto administrativo, de naturaleza particular, toda vez que la demandante cuenta con otro mecanismo de defensa judicial para obtener lo que pretende por esta vía y por eso, el amparo solicitado es improcedente al incumplirse el presupuesto de la subsidiariedad. 

7. De otro lado, no se está frente a un perjuicio irremediable que justifique conceder la tutela de manera provisional. En efecto, no cualquier perjuicio puede ser considerado como irremediable; solo aquel que por sus características de inminencia y gravedad requiera de medidas de protección urgentes e impostergables para evitar la ocurrencia de un daño que puede resultar irreversible.

Al respecto ha enseñado la Corte Constitucional
: 

“13. Posteriormente, la Sentencia T-007 de 2010, volvió a pronunciarse sobre las peculiaridades que un perjuicio que alguien alegue haber padecido debe tener para ser considerado por esta Corporación como irremediable, remitiéndose a lo que en dicho fallo se identifica como una línea jurisprudencial que viene de la Sentencia T-043 de 2007, exponiendo que:

“En lo relativo a los requisitos para la acreditación de la inminencia de perjuicio irremediable, también existe una doctrina constitucional consolidada, la cual prevé que para que resulte comprobado este requisito debe acreditarse en el caso concreto que (i) se esté ante un perjuicio inminente o próximo o suceder, lo que exige un grado suficiente de certeza respecto de los hechos y la causa del daño; (ii) el perjuicio debe ser grave, esto es, que conlleve la afectación de un bien susceptible de determinación jurídica, altamente significativo para la persona; (iii) se requieran de medidas urgentes para superar el daño, las cuales deben ser adecuadas frente a la inminencia del perjuicio y, a su vez, deben considerar las circunstancias particulares del caso; y (iv) las medidas de protección deben ser impostergables, lo que significa que deben responder a condiciones de oportunidad y eficacia, que eviten la consumación del daño irreparable (…) la evaluación de los requisitos anteriores en el caso concreto no corresponde a un simple escrutinio fáctico, sino que debe tener en cuenta las circunstancias particulares del interesado (...) Especialmente, deberá analizarse si el afectado pertenece a alguna de las categorías sujetas a la especial protección del Estado. (…) tratándose de sujetos de especial protección, el concepto de perjuicio irremediable debe ser interpretado en forma mucho más amplia (…) es necesario atender las particularidades de la persona individualmente considerada, esto es, en el caso concreto”.

En este caso no surge la evidencia de una amenaza que permita deducir la existencia de un perjuicio que por sus características justifique adoptar medidas urgentes de manera temporal, mientras la jurisdicción ordinaria se pronuncia al respecto, porque si bien la parte actora señala que el mantenimiento de los aprendices adjudicados pone en riesgo su actividad económica, con lo cual se perjudicaría el derecho al trabajo de sus empleados, así como los programas que maneja, los cuales se dirigen a niños de la región, no se demostró, si quiera sumariamente, la grave afectación contable que ello generaría, pues se limitó a señalar a cuánto asciende la implementación total de la nueva cuota de aprendices, mas no acreditó cuáles son los ingresos globales, es decir que no es posible establecer si efectivamente con la implementación de la citada cuota se afectaría de tal manera sus finanzas que no pudieran cumplir con el objeto para el cual fue constituida. A ello cabe agregar que entre las medidas cautelares contempladas por el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo se encuentra la de la suspensión provisional de los efectos del acto administrativo objeto de reproche.
8. De acuerdo con lo expuesto, el amparo resulta improcedente y en consecuencia, aunque se compartan solo parcialmente los argumentos planteados en el fallo impugnado, como allí también se llegó a esa conclusión se confirmará. 
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el pasado 30 de mayo, dentro de la acción de tutela promovida por Construyamos Colombia contra el SENA, a la que fueron vinculados el Director General y el Director Seccional Risaralda de esa entidad, el Instituto Colombiano de Bienestar Familia -ICBF- y el Ministerio del Trabajo, ambos de la Regional Risaralda.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




(Con aclaración de voto)




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Entre ellos se cita la sentencia T-679 de 2007 en la que se dijo: “Por ello en los poderes en los que se faculte a un abogado para actuar en nombre de otro se debe identificar fácilmente y en forma clara y expresa: (i) los nombres, datos de identificación tanto de poderdante como del apoderado; (ii) la persona natural o jurídica contra la cual se va a incoar la acción de tutela; (iii) el acto o documento causa del litigio; (iv) el proceso o la acción mediante la que se pretende proteger un derecho y, (v) el derecho fundamental  que se procura salvaguardar y garantizar. 


� Para citar ejemplos se puede tener en cuenta las sentencias T-430 de 2017, T-180 y T-285 de 2019 


� Folio 2 cuaderno No. 1 


� Sentencia T-405 de 2018, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Véanse, entre otras, las Sentencias T-336 de 2009, T-436 de 2009, T-785 de 2009, T-799 de 2009, T-130 de 2010 y T-136 de 2010.


� Sentencia T-723 de 2010, M.P. Juan Carlos Henao Pérez.


� Igual doctrina se encuentra en las sentencias T-203 de 1993, T-483 de 1993 y T-016 de 1995.


� Sentencia C-543 de 1992, M.P. José Gregorio Hernández Galindo.


� Contra los actos administrativos particulares –distintos de los electorales y contractuales– la Ley 1437 de 2011, en el artículo 138, dispone que cabe la nulidad y restablecimiento del derecho, en los siguientes términos: “Toda persona que se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La nulidad procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del artículo anterior. //Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse el restablecimiento del derecho directamente violado por este al particular demandante o la reparación del daño causado a dicho particular por el mismo, siempre y cuando la demanda se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto general, el término anterior se contará a partir de la notificación de aquel.”


� Folios 11 y 12


� Folios 13 a 17


� Folios 32 a 34


� Folios 35 a 37


� Sentencia T-572 de 2016
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